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	FORMATO MEMORIA JUSTIFICATIVA



	Entidad originadora:
	Ministerio de Cultura

	Fecha (dd/mm/aa):
	Xx/10/2020

	Proyecto de Decreto/Resolución:
	Por el cual se modifican los artículos 2.10.1.2, 2.10.1.4, 2.10.1.5, 2.10.1.6, 2.10.1.7, 2.10.1.8, 2.10.1.10 y 2.10.1.13 del Decreto 1080 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Cultura.



	La Ley 397 de 1997 -Ley General de Cultura- reconoció en su artículo 40 la importancia de la cinematografía colombiana como medio de expresión de nuestra identidad nacional, consagrando los lineamientos y requisitos para que las producciones y coproducciones cinematográficas de largometraje puedan ser reconocidas como “nacionales”. Para ello, estableció que serían “colombianas” aquellas producciones y coproducciones que cuenten con la participación económica, artística y técnica colombiana definida en los artículos 43 y 44 de dicha Ley. 
Por su parte, el artículo 2.10.1.2. del Decreto 1080 de 2015 determinó que la competencia para reconocer la nacionalidad de las obras cinematográficas colombianas estaría a cargo del Ministerio de Cultura. Es así como, en reglamentación de los artículos 43 y 44 de la Ley 397 de 1997, el Decreto 1080 de 2015 consagró en sus artículos 2.10.1.2. al 2.10.1.14. los requisitos de acreditación de la participación económica, artística y técnica colombiana en las obras cinematográficas para su reconocimiento como “nacionales”. Dichos aspectos fueron también objeto de mayor precisión en los artículos 2 a 5 de la Resolución 1021 de 2016 del Ministerio de Cultura, señalándose allí la documentación específica necesaria para acreditar cada uno de los requisitos señalados en el Decreto 1080 de 2015 y en la Ley 397 de 1997. 
Dicho lo anterior, debe destacarse que la industria cinematográfica ha tenido un importante auge en los últimos veinte años gracias, precisamente, a la expedición de la Ley General de Cultura, la Ley 814 de 2003 (o “Ley de Cine”) y demás sistemas de fomento a la cinematografía que han propiciado su crecimiento. En efecto, de menos de un puñado de largometrajes al año estrenados en 2002, hoy contamos con una industria cinematográfica que produce y estrena en salas alrededor de 45 largometrajes al año, y que produce cientos de cortometrajes en el mismo lapso. Así también, durante 2019, se atendieron alrededor de 380 solicitudes de reconocimiento de nacionalidad, cada una de ellas involucrando múltiples etapas hasta su culminación: (i) una revisión documental inicial; (ii) requerimientos frente a esos documentos; (iii) revisión de cada respuesta a un requerimiento; (iv) la proyección, revisión, corrección, impresión y firma de una resolución de producto nacional por cada uno de esos casos; (v) la notificación personal de cada una de esas resoluciones. Cada una de ellas, por supuesto, involucrando un arduo ejercicio por parte de los productores de cada obra cinematográfica en relación con la obtención, acopio y entrega de toda la documentación necesaria para llevar a cabo el trámite. 
La anterior situación ha motivado una reflexión acerca de cómo se concibe actualmente el trámite de “nacionalización” de una película, un trámite que pudiera y debiera ser puramente digital, tomando provecho de las herramientas tecnológicas con las que ya cuenta el Ministerio de Cultura y marcando una nueva etapa en el reconocimiento de la nacionalidad de nuestro cine a través de la adopción del Certificado (digital) de Producto Nacional. Ello en cumplimiento de los mandatos sobre la apropiación, utilización y difusión de los medios tecnológicos en el quehacer de la Administración, particularmente aquellos en los Decretos 019 de 2012, 2106 de 2019, 1008 de 2018, Ley 1955 de 2019, entre otros, que además propenden por la racionalización de los requisitos exigidos en el marco de los trámites del Estado. 
Precisamente en aras de no solo tomar provecho de los medios tecnológicos, sino además de reducir en la mayor medida posible los requisitos exigibles en el marco del trámite de reconocimiento de la nacionalidad de una producción o coproducción cinematográfica, se estima necesario reducir de forma considerable los requisitos exigibles a las producciones y coproducciones de cortometraje, las cuales conforman el grueso de las solicitudes de reconocimiento de nacionalidad que se atienden desde la Dirección de Audiovisuales, Cine y Medios Interactivos del Ministerio de Cultura, como también racionalizar algunos otros requisitos relacionados con el reconocimiento de nacionalidad de las coproducciones nacionales.

	

	1. AMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO

La norma se dirige a los productores y coproductores de obras cinematográficas de largometraje y cortometraje en todo el territorio nacional, y vincula a actores tales como los artistas y técnicos involucrados en estas producciones. 


	3. VIABILIDAD JURÍDICA

3.1 Análisis de las normas que otorgan la competencia para la expedición del proyecto normativo

El presente decreto se expedirá en uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial de las conferidas por los numerales 11 del artículo 189 de la Constitución Política. 
3.2 Vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada

La ley 814 de 2003 así como la Ley 397 de 1997 se encuentran vigentes en el ordenamiento jurídico 
3.3. Disposiciones derogas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas 
Se modifican los artículos 2.10.1.2, 2.10.1.4, 2.10.1.5, 2.10.1.6, 2.10.1.7, 2.10.1.8, 2.10.1.10 y 2.10.1.13 del DUR 1080 de 2015.
3.4 Revisión y análisis de la jurisprudencia que tenga impacto o sea relevante para la expedición del proyecto normativo (órganos de cierre de cada jurisdicción)

No existe proceso judicial o acción constitucional que afecte la vigencia o exequibilidad de las normas desarrolladas.
3.5 Circunstancias jurídicas adicionales

N/A



	4. IMPACTO ECONÓMICO (Si se requiere)
No aplica



	5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL (Si se requiere)
El proyecto normativo no requiere disponibilidad presupuestal.



	6.  IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN (Si se requiere)
EL proyecto normativo no tiene impacto negativo por el contrario favorece la disminución de uso de papel para el desarrollo del trámite. 


	7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO (Si cuenta con ellos) 

	

	

	

	

	

	

	ANEXOS: 

	Certificación de cumplimiento de requisitos de consulta, publicidad y de incorporación en la agenda regulatoria 


	EN cumplimiento

	Concepto(s) de Ministerio de Comercio, Industria y Turismo
(Cuando se trate de un proyecto de reglamento técnico o de procedimientos de evaluación de conformidad)
	No aplica

	Informe de observaciones y respuestas 

(Análisis del informe con la evaluación de las observaciones de los ciudadanos y grupos de interés sobre el proyecto normativo)
	No aplica

	Concepto de Abogacía de la Competencia de la Superintendencia de Industria y Comercio

(Cuando los proyectos normativos tengan incidencia en la libre competencia de los mercados)
	No aplica

	Concepto de aprobación nuevos trámites del Departamento Administrativo de la Función Pública

(Cuando el proyecto normativo adopte o modifique un trámite)
	Se requiere concepto del DAFP una vez surta la etapa de participación.

	Otro 

(Cualquier otro aspecto que la entidad originadora de la norma considere relevante o de importancia)
	No aplica


Aprobó:
______________________
Juan Manuel Andrade

Jefe Oficina Asesora Jurídica Ministerio de Cultura.
_______________________

JAIME ANDRÉS TENORIO TASCÓN 
Director de Audiovisuales, Cine y Medios Interactivos
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